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“Si nada es evidente de por sí, nada es comprobable, y si nada es 
obligatorio por sí mismo, nada es obligatorio en absoluto.”  
C.S. LEWIS 
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El presente trabajo de grado, tiene por objeto determinar los parámetros 
indemnizatorios por los daños derivados de la construcción de las redes de 
conducción eléctrica con relación al derecho real de servidumbre en Colombia, 
según pronunciamientos del Consejo de Estado a partir del año 2015 al 2018.  
Por consiguiente, se realizará un análisis conceptual de tipo jurídico sobre la 
responsabilidad patrimonial del Estado y/o responsabilidad del agente 
propietario del proyecto eléctrico, respecto de la relación general de sujeción 
del derecho de propiedad por la imposición del gravamen legal de servidumbre 
de índole público sobre un predio por el cual se proyecta la construcción de 
las redes de conducción de energía eléctrica.  
La base de este análisis se fundamentan en el estudio de la constitución de 
servidumbres para redes de conducción de energía eléctrica, amén del 
servicio público e interés general y la causación de cualesquiera daño y 
perjuicio que deba ser indemnizado por parte del Estado y/o propietario del 
proyecto eléctrico, por limitar el derecho de dominio sobre los bienes 
inmuebles de determinadas personas, necesarios para una prestación de 
servicio eficiente, de calidad y continuo, y en aras de establecer las distancias 
mínimas para garantizar la protección y seguridad a personas, animales, 
edificaciones y medio ambiente de acuerdo a la normatividad del sector 




En tal sentido, el presente trabajo de grado se desarrollará en tres capítulos. 
En el primer capítulo se identificarán los elementos jurídicos del derecho real 
de servidumbre, así como los diferentes tipos de servidumbres establecidos 
en el ordenamiento jurídico colombiano. En el segundo capítulo, se identificará 
el régimen para la constitución de servidumbres de redes de conducción 
energía eléctrica, amén del servicio público de interés general a cargo del 
Estado y/o agente propietario del proyecto eléctrico.  Y finalmente, en el tercer 
capítulo, se establecerán los parámetros indemnizatorios según la 
jurisprudencia del Consejo de Estado por los daños derivados de las 
servidumbres y/o limitación a la propiedad de particulares, en redes de 
conducción eléctrica durante el periodo 2015 - 2018. 
La realización del presente trabajo de investigación se abordara ante la 
necesidad académica, jurídica y social correspondiente a determinar los 
cuidados necesarios que se han de observar en la constitución de 
servidumbres y o limitación de dominio en relaciona las redes eléctricas y los 
parámetros indemnizatorios que se han de tener en cuenta de acuerdo a los 
daños y perjuicios causados, dentro de la línea de investigación de Estado, 
derecho y territorio del grupo de investigaciones jurídicas y socio jurídicas, Ius 
Praxis de la Universidad Libre Seccional Socorro. Ya que, en la actualidad no 
existe claridad sobre los parámetros indemnizatorios que se han de aplicar en 
los casos de responsabilidad del Estado y/o prestador de servicio, por los 






Este trabajo de investigación aborda el planteamiento del problema 
atendiendo que el servicio de energía eléctrica corresponde a un servicio 
público domiciliario, por tanto, es deber del Estado asegurar su prestación, 
directa o indirectamente a través de comunidades organizadas o particulares 
especializados en la materia, en cumplimiento de los fines esenciales 
estipulados en el artículo 2º y Capítulo (5). De la finalidad social del Estado y 
de los servicios públicos. (Artículos 365 -370) de la Constitución Política de 
1991. 
Por ende, las leyes desarrolladas en virtud de la Constitución Política de 1991 
han otorgado un poder especial y prevaleciente al mismo Estado, para que, 
en cumplimiento de los fines del mismo, la propiedad privada cumpla con una 
verdadera función social activamente en la prevalencia del interés general 
amén de los servicios públicos considerados como derechos fundamentales. 
En este sentido, cuando el particular debe soportar dichas cargas, sin opción 
alguna a oponerse, el Estado y/o comunidades organizadas o particulares 
especializados deberán indemnizar los daños y perjuicios causados que en 
otrora es donde radica el meollo del tema. 
Para dar solución se plantea como pregunta problema: ¿Cuáles son los 
parámetros indemnizatorios por los daños derivados de servidumbres de 
redes de conducción eléctrica en Colombia según pronunciamientos del 




Es importante destacar que la investigación se justifica ante la necesidad 
académica, jurídica y social correspondiente a determinar los cuidados 
necesarios que se han de observar en la constitución de servidumbres y/o 
limitación del derecho de dominio, frente a las redes eléctricas y de los 
parámetros indemnizatorios que se han de tener en cuenta (para resarcir los 
daños y perjuicios causados)  
De igual manera, es de suma importancia esgrimir sobre las potestades 
absolutas que en cabeza del Estado mediante la Constitución Política se ha 
depositado en pro del cumplimiento de su objeto social. Y el alcance y 
repercusiones que, en otrora por desconocimiento de la incompatibilidad de 
actividades o usos de suelo a desarrollar en un mismo predio, está expuesta 
la propiedad; una vez constituidas o impuestas las servidumbres y/o limitación 
al dominio en relación con otros estándares normativos que por ende afectaría 
de una forma negativa y desproporcionada su patrimonio. 
Si bien es cierto el Estado puede en algunas situaciones, imponer las 
servidumbres y/o limitación al dominio, e incluso enajenar de forma 
potestativa. En relación a lo anterior la misma normatividad establece ciertos 
términos y oportunidades para la exigencia de los daños y perjuicios 
causados, a los cuales se tiene derecho; excelente seria siempre y cuando los 
mismos sean valorados de forma íntegra, dentro del disperso compendio 
normativo en relación con el tema en referencia. En pro y garantía del 




En este sentido, la hipótesis del trabajo de investigación corresponde a afirmar 
que se debe ceder el derecho de los particulares, en virtud del interés general 
promulgado por el Estado, concomitante con el mismo; como un Estado social 
de derecho; y si son suficientes las herramientas jurídicas puestas a 
disposición del particular para que los daños y perjuicios causados, sean 
reparados de forma oportuna e íntegra. Así mismo, son claros, expresos y 
suficientes los parámetros indemnizatorios establecidos por el Estado, en 
cuanto a la imposición legal de servidumbres de paso o limitación del dominio 
particular, referente a las redes de conducción de energía eléctrica. 
Para alcanzar el objetivo general correspondiente a determinar los parámetros 
indemnizatorios por los daños derivados de la construcción de las redes de 
conducción eléctrica con relación a la constitución de “servidumbres” y/o 
limitación al de derecho de dominio en Colombia, según pronunciamientos del 
Consejo de Estado a partir del año 2015 al 2018. 
Se desarrollará la presente investigación abordando el tema de servidumbres 
con tres objetivos específicos a saber:  
I. Identificar los tipos de servidumbres que han sido establecidos en el 
ordenamiento jurídico colombiano. 
II. Examinar el tipo o clase de servidumbre aplicada sobre predios con 
ocasión del paso de redes de conducción eléctrica en Colombia. 
III. Analizar los parámetros indemnizatorios estipulados por la 




Constitución de servidumbres en redes de conducción eléctrica en Colombia 
Para ello se utilizará la metodología de diseño de investigación con enfoque 
jurídico correspondiente al análisis y estudio de la normatividad mediante la 
cual se implementa la servidumbre de conducción de energía eléctrica y su 
correspondiente indemnización a cargo del Estado y/o agente propietario del 
proyecto, amén de los daños y perjuicios causados.  
De igual manera, se aplicará al presente trabajo los caracteres propios de una 
investigación de tipo cualitativo, por medio del cual se analizan las principales 
características de la servidumbre de conducción de energía eléctrica y los 
parámetros de aplicación para su Constitución y se utilizarán fuentes de 
información de tipo secundario; Correspondientes al uso de información 
proveniente de interpretaciones ya elaboradas por teóricos o a las normas 
mismas: tesis, monografías que de una u otra manera han presentado distintos 
análisis, estudios y conceptualizaciones en lo atinente a este tipo de 
servidumbre de “energía eléctrica”  en Colombia, en donde se aplicarán 
técnicas cualitativas de recopilación documental por medio de una bitácora  y 





Capítulo 1. Régimen de las servidumbres en el ordenamiento jurídico 
colombiano. 
1.1 Sobre los derechos reales.  
Se realizará una relación conceptual y jurídica sobre los derechos reales en el 
ordenamiento jurídico colombiano. En este sentido, al hacer alusión a estos se 
tendrá en cuenta la relación directa existente entre el patrimonio” bienes 
inmuebles “y su titular. 
En este sentido, de acuerdo al doctrinante Gómez José (1983) el derecho real 
corresponde a: “El poder jurídico total o parcial sobre una cosa, con cargo de 
ser respetado por todos” (p. 108), y para el doctrinante Barragán Alfonso 
(1979) es: “La facultad jurídica, de que una persona es titular, en cuya virtud 
se le reconoce un poder inmediato, directo y exclusivo total o parcial, sobre 
una cosa individualizada sin consideración a persona alguna determinada”  (p. 
30) 
Así, desde una perspectiva jurídica el Código Civil Colombiano define los 
Derechos reales de la siguiente manera: 
“Artículo 665. Derecho Real. Es el que tenemos sobre una cosa sin espectro a 
determinada persona. Son derechos reales el de dominio, el de herencia, los de 
usufructo, uso o habitación, los de servidumbres activas, el de prenda y el de hipoteca. 
De estos derechos nacen las acciones reales”. (Ley 57, 1887, art 665) 
De igual manera, se identificarán los elementos de los derechos reales según 




“1) Un sujeto activo: Correspondiente al titular del derecho real, al cual se le atribuye 
un “nombre” de acuerdo al derecho que le ha sido previamente atribuido. Ej.: 
Usufructuario, dueño, etc. 
2) Un objeto: Corresponde al bien sobre el cual recae el derecho. Ej.; Una casa, un 
vehículo, etc.  
3) Un sujeto pasivo: Se ha establecido que, en los derechos reales, el sujeto pasivo 
tiene la calidad de erga omnes, en donde todas las personas deben respetar el 
derecho que le ha sido reconocido al sujeto activo respecto al objeto sobre el cual 
recae el derecho” (Ochoa, 2011)  
Por lo anterior descrito respecto de los derechos reales, el Doctor Edmundo 
Gatti doctrinante en esta área, declara que: Los derechos reales son poderes 
jurídicos reales, en tanto que los derechos personales son facultades jurídicas” 
(p. 53) 
De esta manera, se identificará la clasificación de cosas incorporales de 
acuerdo a los postulados del artículo 664 del Código Civil, por lo que en el 
proceso de identificación del tema objeto de estudio en el presente trabajo de 
grado se ha de contextualizar sobre el derecho real de servidumbre y su 
clasificación. 
1.1.1 Los elementos jurídicos del derecho real de servidumbre  
Los derechos reales se clasifican de igual manera en principales y accesorios, 
los primeros subsisten por si solos, por que existen. Mientras que los segundos 
necesitan de la existencia de los primeros para que deriven su condición 
jurídica. Por ende la desaparición del “bien” sobre el cual recae el derecho 
principal para que el derecho accesorio corra la misma suerte. Ejemplo: 




1.1.2 Ubicación dogmática y jurídica del derecho real de servidumbre  
La servidumbre es una especie de carga impuesta sobre una propiedad, en 
utilidad de otra propiedad con distinto dueño. Definido en el Código Civil así: 
“Artículo 879. Concepto de servidumbre. Servidumbre predial o simple servidumbre, 
es un gravamen impuesto sobre un predio, en utilidad de otro predio de distinto 
dueño”. (Ley 57, 1887, art 879). 
En este sentido, de acuerdo a los lineamientos del Código Civil el derecho real 
de servidumbre reúne una doble connotación: “en primer lugar como un 
gravamen que restringe el ejercicio de la propiedad y en segundo lugar, el 
beneficio que tiene un predio en utilidad de otro sin relación alguna a su 
propietario” lo anterior, con fundamento en el principio de función social donde 
el interés común se convierte en un eje central mediante el cual se busca el 
mayor beneficio posible para todos los predios y sus dueños.  
Desde una perspectiva doctrinal para el autor Velázquez Jaramillo (1995):  
"La expresión "gravamen", contenida en la definición no puede entenderse, como lo 
exponen algunos tratadistas en el sentido de considerar la servidumbre desde el punto 
de vista del predio que lo soporta (pasiva). Si hay un gravamen o carga, el legislador 
le da más importancia a este hecho, pero de nada servirá una carga sola que no tenga 
al frente un beneficio recibido por el verdadero titular del derecho. En las servidumbres 
sólo hay un derecho real radicado en el predio beneficiado o dominante; predio 
sirviente soporta una carga u obligación que por sí sola no es servidumbre” (p 233) 
De igual manera, mediante la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha 
contextualizado sobre el derecho a la propiedad y la servidumbre como: 
“Una imposición legal de estos gravámenes (servidumbres), cuya razón de ser es la 
utilidad pública y el interés social de la industria minera, no suprime ni recorta la 




demanda, sino que, atendiendo a la prevalencia del interés general y a la función 
social de la propiedad, se introducen restricciones a su ejercicio que son 
perfectamente ajustadas a la Constitución en el Estado Social de Derecho”. (Corte 
Constitucional, Sentencia C 216 de 1993) 
Así, el derecho real de servidumbre, se caracteriza por contener los siguientes 
presupuestos:  
 Deben existir dos predios: En concordancia con el cumplimiento del 
artículo 879 del Código Civil para el ejercicio del derecho real de 
servidumbre deben existir dos predios distintos a saber; 
correspondientes a un predio dominante y un predio sirviente.  
 Es un derecho inseparable: De acuerdo al artículo 833 del Código Civil 
la servidumbre es un derecho inseparable del bien inmueble del que 
activa o pasivamente correspondan.  
 Es un derecho indivisible: El derecho real de servidumbre no puede 
dividirse o ejecutarse de manera parcializada.  
 Debe existir un beneficio o utilidad para un predio, y una carga o 
gravamen para el otro: Debido a que es un “gravamen” para el predio 
sirviente y un “derecho real” para el predio dominante.  
 Los predios deben pertenecer a distinto dueño: Corresponde a un 
requisito indispensable en donde el propietario del predio dominante 
debe ser distinto al dueño del predio sirviente, debido a que el gravamen 





 Es un derecho real sobre bienes inmuebles: Debido a que solo es 
aplicable de manera directa sobre determinado bien de carácter 
inmueble, sobre bienes muebles no es posible ejercer el derecho real 
de servidumbre.  
 Es un derecho accesorio: Pues para que surja se necesita la pre 
existencia del derecho real de dominio. 
Por consiguiente, una vez identificados los lineamientos dogmáticos y las 
principales características del derecho real de servidumbre se ahondará sobre 
la especialidad de cada una de ellas. 
1.2 Clasificación de las servidumbres. 
 
1.2.1 Por su origen: El Código Civil en el artículo 888 las describe:  
 Naturales. 
 Legales (de uso público “interés general” y utilidad particular) y  
 voluntarias (transito, cerramiento, entre otras)  
Mediante el artículo 888 del código civil las servidumbres se han clasificado en 
naturales, legales o voluntarias, en el siguiente contexto: 
“Artículo 888. Servidumbres naturales, legales o voluntarias. Las servidumbres, o son 
naturales, que provienen de la natural situación de los lugares, o legales, que son 
impuestas por la ley, o voluntarias, que son constituidas por un hecho del hombre”. 
(Ley 57, 1887, art 888) 




“Artículo 897. Clases de servidumbres legales. Las servidumbres legales son relativas 
al uso público, o a la utilidad de los particulares. 
Las servidumbres legales, relativas al uso público, son: 
El uso de las riberas en cuanto sea necesario para la navegación o flote. 
Y las demás determinadas por las leyes respectivas”. (Ley 57, 1887, art 897) 
Finalmente, las servidumbres voluntarias las determina el código civil en el:  
“Artículo 937. Servidumbres voluntarias. Cada cual podrá sujetar su predio a las 
servidumbres que quiera, y adquirirlas sobre los predios vecinos, con la voluntad de 
sus dueños, con tal que no se dañe con ellas el orden público, ni se contravenga a las 
leyes. 
Las servidumbres de esta especie pueden también adquirirse por sentencia de juez, 
en los casos previstos por las leyes” (Ley 57, 1887, art 937) 
Las servidumbres discontinuas de todas clases y las continuas inaparentes sólo 
pueden adquirirse por medio de un título; ni aun el goce inmemorial bastará para 
constituirlas. 
1.2.2. Por su ejercicio: 
A. Respecto del elemento temporal, se distingue en el: 
Servidumbres continuas y discontinuas:  
“Artículo 881. Servidumbres continuas y discontinuas. Servidumbre continua es la que 
se ejerce o se puede ejercer continuamente, sin necesidad de un hecho actual del 
hombre, como la servidumbre de acueducto por un canal artificial que pertenece al 
predio dominante; y servidumbre discontinua la que se ejerce a intervalos más o 
menos largos de tiempo y supone un hecho actual del hombre, como la servidumbre 
de tránsito”. (Ley 57, 1887, art 881) 
Servidumbres por las señales de su existencia:  
Están determinadas como las servidumbres “aparentes” aquellas que se 




por medio de una senda o por una puerta especialmente destinada” (Código 
Civil, art. 882). Las servidumbres “inaparentes” son las que se caracterizan por 
que su existencia no es deducible, por la ausencia de señales, que permitan 
evidenciarlas.  O que a simple vista son imperceptibles. Por ejemplo, una toma 
de agua e incluso la tubería si esta se instaló subterráneamente. 
Servidumbres por la carga del predio sirviente: 
Pueden ser positivas o negativas; en este sentido, según la función que 
cumple el predio, el código civil ha realizado la siguiente clasificación: 
“Artículo 882…. Servidumbre positiva; es, en general, la que sólo impone al dueño del 
predio sirviente la obligación de dejar hacer, como cualquiera de las dos anteriores; y 
negativa, la que impone al dueño del predio sirviente la prohibición de hacer algo, que 
sin la servidumbre le sería lícito, como la de no poder elevar sus paredes sino a cierta 
altura  
 Ejemplo de una obligación de la servidumbre positiva: Todo dueño de un predio tiene 
derecho a que se fijen los límites que lo separan de los predios colindantes, y podrá 
exigir a los respectivos dueños que concurran a ello, haciéndose la demarcación a 
expensas comunes. (Artículo 900) 
 Servidumbres activas y pasivas.  
“. Se llama predio sirviente el que sufre el gravamen, y predio dominante el que reporta 
la utilidad. 
Con respecto al predio dominante, la servidumbre se llama activa, y con respecto al 
predio sirviente, se llama pasiva”. (Ley 57, 1887, art 880) 
En este sentido, la anterior clasificación se resume en la siguiente tabla: 
Tabla Nº 01: Clasificación del derecho real de servidumbre 









Por las señales de su existencia 
a) Aparentes 
b) Inaparentes 
Por la carga del predio sirviente 
a) Positivas 
b) Negativas  
Por la calidad del predio que 
sufre el gravamen y del predio 
que reporta utilidad. 
a) Activas 
b) Pasivas 
Fuente: Los autores. 
No obstante, de acuerdo a lo anterior, se identificará con igual importancia los 
medios legales por los cuales se extinguen las servidumbres en Colombia 
según el código civil: 
“Artículo 942. Extinción de las servidumbres. Las servidumbres se extinguen: 
1o.) Por la resolución del derecho del que las ha constituido. 
2o.) Por la llegada del día o el cumplimiento de la condición, si se ha establecido de 
uno de estos modos. 
3o.) Por la confusión, o sea la reunión perfecta e irrevocable de ambos predios en 
manos de un mismo dueño. 
Así, cuando el dueño de uno de ellos compra el otro, perece la servidumbre, y si por 
una venta se separan, no revive; salvo el caso del artículo 938; por el contrario, si la 
sociedad conyugal adquiere una heredad que debe servidumbre a otra heredad del 
uno de los dos cónyuges, no habrá confusión sino cuando, disuelta la sociedad, se 
adjudiquen ambas heredades a una misma persona. 
4o.) Por la renuncia del dueño del predio dominante. 
5o.) Por haberse dejado de gozar durante veinte años. 
En las servidumbres discontinuas corre el tiempo desde que han dejado de gozarse; 
en las continuas, desde que se haya ejecutado un acto contrario a la servidumbre”. 




1.3  Aspectos procesales para la constitución de servidumbres según el 
Código General del Proceso  
Mediante la Ley 1564 de 2012 el proceso de servidumbre se encuentra 
clasificado en la tipología del proceso verbal en donde se debe dar 
cumplimiento a las siguientes solemnidades procesales.  
Tabla Nº 02: Lineamientos procesales en la constitución de servidumbres 
según el Código General del Proceso.  
ETAPA PROCESAL NORMATIVA DEL CÓDIGO GENERAL DEL 
PROCESO 
 
Determinación de la 
cuantía 
De acuerdo al artículo 26 Núm. 7 se establece 
que la cuantía en los procesos de servidumbre se 
determinara: “En los procesos de servidumbres, 
por el avalúo catastral del predio sirviente”. (Ley 





En la determinación del juez competente en los 
procesos de servidumbre se ha de tener en 
cuenta el factor territorial en cumplimiento del 
artículo 28 numeral 7 en el siguiente contexto: 
“En los procesos en que se ejerciten derechos 
reales, en los divisorios, de deslinde y 
amojonamiento, expropiación, servidumbres, 
posesorios de cualquier naturaleza, restitución de 
tenencia, declaración de pertenencia y de bienes 
vacantes y mostrencos, será competente, de 
modo privativo, el juez del lugar donde estén 
ubicados los bienes, y si se hallan en distintas 
circunscripciones territoriales, el de cualquiera de 
ellas a elección del demandante”. (Ley 1564, 





Las disposiciones especiales que se deberán 
cumplir en los procesos de servidumbres se 
establecidas en el artículo 376 del Código 







Sujetos procesales: “Se deberá citar a las 
personas que tengan derechos reales sobre los 
predios dominantes y sirviente, de acuerdo con el 
certificado del registrador de instrumentos 
públicos que se acompañará a la demanda”. (Ley 
1564, 2012, art 376)  
Anexos obligatorios: 
 Certificado de instrumentos públicos. 
 Dictamen sobre la constitución, variación o 
extinción de la servidumbre.  
Obligatoriedad de practica de inspección 
judicial: “No se podrá decretar la imposición, 
variación o extinción de una servidumbre, sin 
haber practicado inspección judicial sobre los 
inmuebles materia de la demanda, a fin de 
verificar los hechos que le sirven de fundamento”. 
(Ley 1564, 2012, art 376)  
Sobre los poseedores del predio dominante: 
“A las personas que se presenten a la diligencia 
de inspección y prueben siquiera sumariamente 
posesión por más de un (1) año sobre cualquiera 
de los predios, se les reconocerá su condición de 
litisconsortes de la respectiva parte”. (Ley 1564, 
2012, art 376) 
Pago de indemnización: “Al decretarse la 
imposición, variación o extinción de una 
servidumbre, en la sentencia se fijará la suma 
que deba pagarse a título de indemnización o de 
restitución, según fuere el caso. Consignada 
aquélla, se ordenará su entrega al demandado y 
el registro de la sentencia, que no producirá 
efectos sino luego de la inscripción”. (Ley 1564, 
2012, art 376) 
Sentencia: “Si el juez lo considera pertinente, 
adelantará en una sola audiencia en el inmueble, 
además de la inspección judicial, las actuaciones 
previstas en los artículos 372 (Audiencia inicial) y 
373 (Audiencia de instrucción y juzgamiento), y 
dictará sentencia inmediatamente, si le fuere 






Inscripción de la 
demanda  
En los procesos de servidumbre será obligatoria 
realizar la inscripción de la demanda de acuerdo 
a los postulados establecidos en el artículo 592: 
“En los procesos de pertenencia, deslinde y 
amojonamiento, servidumbres, expropiaciones y 
división de bienes comunes, el juez ordenará de 
oficio la inscripción de la demanda antes de la 
notificación del auto admisorio al demandado. 
Una vez inscrita, el oficio se remitirá por el 
registrador al juez, junto con un certificado sobre 
la situación jurídica del bien”. (Ley 1564, 2012, art 
592) 
Fuente: Elaborado por los autores con el fundamento normativo citado.  
En este contexto, una vez identificados los elementos dogmáticos - jurídicos y 
procesales del derecho real de servidumbre se ha de dilucidar sobre las 










Capítulo 2. De las servidumbres de redes de conducción de energía 
eléctrica en Colombia. 
Teniendo en cuenta que, dentro de los fines del Estado, se encuentra el de 
garantizar la prestación de los servicios públicos de una forma eficiente y 
continúa, para lograrlo y brindar la cobertura general a toda su población ha 
instituido ciertas formas de limitación a la propiedad privada, que para el tema 
bajo análisis es el instituto de servidumbre eléctrica reglamentada en leyes, 
decretos y resoluciones que a continuación se analizarán.  
En este sentido, es importante destacar el concepto de la servidumbre de 
transmisión y de distribución de energía eléctrica; la cual se define como:  
“La carga impuesta sobre un predio para soportar las instalaciones de equipos 
eléctricos y técnicos necesarios para la prestación de la función transmisión o 
distribución del servicio de energía eléctrica” (Echeverría & Nieto, 2018)  
De igual manera, para Martínez (2002):  
“Es la que obliga al propietario del predio sirviente, a permitir la colocación de predios 
y tendido de cables en beneficio del fundo dominante. Esta servidumbre implica el 
derecho de tránsito de las personas, así como el de conducir los materiales para la 
construcción y vigilancia de las líneas; pero el dueño del predio dominante queda 
obligado a indemnizar al propietario del predio sirviente por todos los daños 
ocasionados”. (p. 577) 
Por lo que, a diferencia de la servidumbre predial o general, “en la servidumbre 
de transmisión y de distribución de energía eléctrica el predio dominante no es 
finca, como ya lo habíamos mencionado o una propiedad como tal (requisito 
esencial de la servidumbre predial o del derecho común), sino que es una 




cableado o cables y en fin su estructura en general”. (Echeverría & Nieto, 2018, 
p 105) 
2.1 Del servicio público de energía eléctrica. 
La Constitución Política de 1991 mediante su artículo 365 ha establecido que 
Los servicios públicos corresponden a una de las finalidades sociales del 
Estado “Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. 
Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes 
del territorio nacional. Los servicios públicos estarán sometidos al régimen 
jurídico que la ley fije, podrán ser prestados por el estado, directa o 
indirectamente, por comunidades organizadas o por particulares. En todo 
caso, el estado mantendrá la regulación, el control vigilancia de dichos 
servicios...”  (Constitución Política, 1991, art 365). Y por ende la misma en el 
artículo 58 reza:  
“(…) el interés privado deberá ceder al interés público o social. La propiedad es una 
función social que implica obligaciones. (…)” (Constitución Política, 1991, art 58) 
Con el fin de regular  lo concerniente con los servicios públicos; el Estado 
expidió la ley 142 de 1994 “Por la cual se establece el régimen de los servicios 
públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”; realizando la debida 
clasificación de estos, particularmente haciendo alusión al servicio público 
domiciliario de energía eléctrica y determinando los prestadores de servicios 
públicos  y estableciendo cual es la entidad encargada de la regulación, control 




clasificación que se realiza de los servicios públicos domiciliarios por medio 
del artículo 14.21 de la Ley 142 de 1994, en el siguiente sentido:  
 Artículo 14.21. La clasificación de los servicios públicos domiciliarios: “Son los 
servicios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, telefonía pública básica 
conmutada, telefonía móvil rural, y distribución de gas combustible” (Ley 142, 1994, 
art. 14.21). 
En este orden de ideas se hace alusión al servicio público domiciliario de 
energía eléctrica y su correspondiente ubicación dogmática de acuerdo a la 
regulación normativa que se identifica en el artículo 14.25 de la Ley 142 de 
1994:  
Artículo 14.25. Servicio público domiciliario de energía eléctrica. “Es el transporte de 
energía eléctrica desde las redes regionales de transmisión hasta el domicilio del 
usuario final, incluida su conexión y medición. También se aplicará esta ley a las 
actividades complementarias de generación, de comercialización, de transformación, 
interconexión y transmisión”. (Ley 142, 1994, art. 14.25). 
De igual manera, se ha de precisar en concordancia con la normatividad 
nacional quienes son las personas autorizadas para la prestación de los 
servicios público domiciliarios, los cuales se encuentran identificados y 
relacionados en el artículo 15 de la Ley 142 de 1994: 
Tabla Nº 03. Personas autorizadas para la prestación de servicios 
públicos domiciliarios  (Ley 142, 1994, art 15) 
Artículo 15.1 Se hace alusión a las empresas de servicios públicos; las 
cuales encuentran su fundamento normativo mediante el 
artículo 17 de la Ley 142 de 1994 en donde se establece que: 
“las empresas de servicios públicos domiciliarios son 
sociedades por acciones o por Empresas Industriales y 
Comerciales del Estado cuyo objeto es la prestación de los 




Artículo 15. 2 “Las personas naturales o jurídicas que produzcan para ellas 
mismas, o como consecuencia o complemento de su actividad 
principal, los bienes y servicios propios del objeto de las 
empresas de servicios públicos”. (Ley 142, 1994, art 15.2)  
Artículo 15.3 Se encuentran los municipios en los casos en los cuales 
asumen de manera directa la prestación de los servicios 
públicos; donde se deben tener en cuenta los parámetros 
establecidos en el artículo 6º de la Ley 142 de 1994 en los 
casos mediante los cuales las características técnicas y 
económicas del servicio y las conveniencias generales así lo 
permitan y aconsejen. 
Artículo 15.4 “Las organizaciones autorizadas conforme a esta Ley para 
prestar servicios públicos en municipios menores en zonas 
rurales y en áreas o zonas urbanas específicas”. (Ley 142, 
1994, art 15.4) 
Artículo 15.5 “Las entidades autorizadas para prestar servicios públicos 
durante los períodos de transición previstos en esta Ley” (Ley 
142, 1994, art 15.5)  
Artículo 15.6 Finalmente, podrán prestar el servicio, las entidades 
autorizadas durante los períodos de transición y bajo la 
vigencia del momento de expedición de la Ley 142 de 1994. 
Fuente: Los autores  
No obstante, en este orden de ideas es de suma importancia destacar que las 
anteriores personas se encuentran vigilados y controlados por la 
superintendencia de servicios públicos domiciliarios, la cual corresponde a: 
“Una entidad técnica que contribuye al mejoramiento de la calidad de vida en 
Colombia,  mediante la vigilancia, inspección y control a la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios, la protección de los derechos y la promoción 




En este orden de ideas, se le ha asignado a la superintendencia de servicios 
públicos domiciliarios las siguientes funciones mediante el artículo 79 de la Ley 
142 de 1994:  
Artículo 79. Funciones de la superintendencia de servicios públicos: “Las personas 
prestadoras de servicios públicos y aquellas que, en general, realicen actividades que 
las haga sujetos de aplicación de las Leyes 142 y 143 de 1994, estarán sujetos al 
control y vigilancia de la Superintendencia de Servicios Públicos” (Ley 142, 1994, art 
79)  
De la misma forma la ley 142 establece las características y formas de 
extinción de las servidumbres de las redes de conducción de energía eléctrica 
a saber. 
2.2 Características de la servidumbre de redes de conducción de energía 
eléctrica. 
 Es una servidumbre legal: Debido a que su fundamento jurídico se 
encuentra en la legislación nacional y se imponen de manera 
independiente a la voluntad de los dueños de los predios sobre los 
cuales ha de recaer. 
 Es de carácter público: En razón a que corresponde a un servicio 
público de interés general que ha sido instituido como de primera 
necesidad en concordancia con los postulados constitucionales y con 
las leyes 56 de 1981 y 142 de 1994.  
 Constituye una limitación del dominio: Partiendo de lo determinado en 




derecho particular cederá ante el derecho general y por tanto la 
imposición de este tipo de servidumbre especial, culminará limitando el 
derecho de dominio del cual gozaba el particular, hasta antes del 
registro de la servidumbre. En concordancia con el artículo 25 de la ley 
56 de 1981.  
2.3 Formas de extinción de las servidumbres de redes de conducción 
eléctrica: 
Además de las contenidas en el Código Civil relacionadas en el capítulo II del 
presente trabajo de grado, se han de tener en cuenta las formas de extinción 
contenidas en el artículo 120 de la Ley 142 de 1994 en donde se estipula que:  
“Las servidumbres se extinguen por las causas previstas en el Código Civil; o por 
suspenderse su uso por dos años; o si los bienes sobre los cuales recae se hallan en 
tal estado que no sea posible usar de ellos durante el mismo lapso; o por prescripción 
de igual plazo; o por el decaimiento a que se refiere el artículo 66 del Código 
Contencioso Administrativo, si provinieren de acto administrativo”. (Ley 142, 1994, art 
120). 
De igual manera, el legislador en aras de regular de una manera más 
específica el servicio público domiciliario de energía eléctrica expidió la Ley 
143 de 1994: “por la cual se establece el régimen para la generación, 
interconexión, transmisión, distribución y comercialización de electricidad en 
el territorio nacional, se conceden unas autorizaciones y se dictan otras 





Artículo 5º que: “La generación, interconexión, transmisión, distribución y 
comercialización de electricidad están destinadas a satisfacer necesidades 
colectivas primordiales en forma permanente; por esta razón, son 
consideradas servicios públicos de carácter esencial, obligatorio y solidario, y 
de utilidad pública” (Ley 143, 1994, art 5º) lo que concuerda con uno de los 
fines sociales del Estado que ha sido mencionada con anterioridad.   
De igual manera, al literal reza en el: 
 Artículo 6º los principios rectores en la prestación del servicio de energía 
eléctrica, los cuales corresponden a: 
 Principio de eficiencia: Mediante el cual se obliga a las entidades 
prestadoras a realizar una adecuada asignación y utilización de los 
recursos económicos, en procura de un menor costo.  
 Principio de calidad: Debe concordar con los lineamientos técnicos 
previamente estipulados para la correcta y segura prestación del 
servicio público.  
 Principio de continuidad: Establece que el servicio de energía eléctrica 
debe presentarse de manera ininterrumpida, aún en casos de “quiebra, 
liquidación, intervención, sustitución o terminación de contratos de las 
empresas responsables del mismo, sin interrupciones diferentes a las 
programadas por razones técnicas, fuerza mayor, caso fortuito, o por 
las sanciones impuestas al usuario por el incumplimiento de sus 




 Principio de adaptabilidad: Se relaciona con la contextualización que se 
debe tener en la prestación del servicio con los avances en ciencia y 
tecnología. 
 Principio de neutralidad: Se debe brindar un igual tratamiento a los 
usuarios del servicio, sin realizar discriminación alguna de su condición 
social o de las características de tipo técnico en la prestación del 
servicio.  
 Principio de solidaridad y redistribución: Hace alusión al régimen 
tarifario en donde se debe tener en cuenta para su asignación las 
variables correspondientes a cada sector social y a la capacidad de las 
personas en relación con el pago de las tarifas de energía eléctrica 
como una necesidad básica en la sociedad.   
 Principio de equidad: Se busca la prestación del servicio público para 
toda la población nacional por medio de una cobertura equilibrada de 
acuerdo a las regiones y a la diversidad de sectores del país. 
2.4 Régimen para la constitución de servidumbres de redes de 
conducción de energía eléctrica en Colombia. 
Teniendo en cuenta que la servidumbre en redes de conducción eléctrica no 
se encuentra clasificada en el Código Civil se han de analizar las fuentes 
normativas legales identificadas en la legislación nacional: 
En este sentido, se abordan las disposiciones normativas legales y de 
resoluciones establecidas referentes al particular, sobre una línea temporal, 




1982, Ley 142 de 1994, Ley 143 de 1994, Decreto 1324 de 1995 y el nuevo 
reglamento técnico de instalaciones eléctricas (RETIE) correspondiente a la 
Resolución 90708 de agosto 30 de 2013. 
Tabla Nº 04: Análisis jurídico sobre las servidumbres en redes de 
conducción de energía eléctrica en Colombia 






Ley 126 de 1938 
“Sobre suministro de luz y fuerza eléctricas a los 
Municipios, adquisición de empresas de energía 
eléctrica, de teléfonos y de acueductos e intervención 
del Estado en la prestación de los servicios de las 
mismas empresas” la cual fue derogada expresamente 
por la Ley 143 de 1994 en su artículo 97, con "exclusión" 
de los artículos 17 y 18.  
Se hace mención exegéticamente en el artículo actual y 
vigente sobre el derecho real de servidumbre 
contextualizándolo de la siguiente manera: “Grávense 
con la servidumbre legal de conducción de energía 
eléctrica los predios por los cuales deben pasar las 




Ley 56 de 1981 
“Por la cual se dictan normas sobre obras públicas de 
generación eléctrica, y acueductos, sistemas de regadío 
y otras y se regulan las expropiaciones y servidumbres 
de los bienes afectados por tales obras” especialmente 
en su título II “De las expropiaciones y servidumbres”; 
en primer lugar hace referencia al modelo de utilidad 
pública; donde “Declárase de utilidad pública e interés 
social los planes, proyectos y ejecución de obras para la 
generación, transmisión, distribución de energía 




caudales, así como las zonas a ellos afectadas” (Ley 56, 
1981, art 17) 
En este sentido, en el capítulo 2 del título primero se 
realiza una especial referencia al procedimiento para las 
servidumbres de conducción de energía eléctrica; desde 
una perspectiva jurídica se identifica en la presente ley 
como: “La servidumbre pública de conducción de 
energía eléctrica establecida por el artículo 18 de la Ley 
126 de 1938, supone para las entidades públicas que 
tienen a su cargo la construcción de centrales 
generadoras, líneas de interconexión, transmisión y 
prestación del servicio público de distribución de energía 
eléctrica, la facultad de pasar por los predios afectados, 
por vía aérea subterránea o superficial, las líneas de 
transmisión y distribución del fluido eléctrico, ocupar las 
zonas objeto de la servidumbre, transitar por los 
mismos, adelantar las obras, ejercer la vigilancia, 
conservación y mantenimiento y emplear los demás 
medios necesarios para su ejercicio” (Ley 56, 1981, art 
25) lo anterior, teniendo en cuenta en todos los casos 
las indicaciones técnicas de cada obra en concreto (Ley 
56, 1981, art 26) 
 
 
Decreto 2024 de 
1982 
“Por la cual se reglamenta parcialmente la Ley 56 de 
1981” en donde estipula mediante su artículo 42 que: 
“Los daños que se ocasionen con motivo de los trabajos 
que ejecute la entidad propietaria de las obras dentro del 
predio al cual tuvo acceso, los pagará de acuerdo a los 
valores señalados en el manual de precios elaborado 
por la Comisión de que trata el artículo 10 de la Ley 56 
de 1981, o por peritos, a falta de dicho manual”. (Decreto 













Ley 142 de 1994 
 
“Por la cual se establece el régimen de los servicios 
públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones” en 
donde se establecen unas facultades especiales por la 
prestación de servicios públicos debido a que “Quienes 
presten servicios públicos tienen los mismos derechos y 
prerrogativas que esta Ley u otras anteriores, confieren 
para el uso del espacio público, para la ocupación 
temporal de inmuebles, y para promover la constitución 
de servidumbres” (Ley 142, 1994, art. 33) 
En relación con el interés social para la prestación de 
servicios públicos, en donde se declara “De utilidad 
pública e interés social la ejecución de obras para 
prestar los servicios públicos y la adquisición de 
espacios suficientes para garantizar la protección de las 
instalaciones respectivas”. (Ley 142, 1994, art. 56) y se 
fundamenta jurídicamente la facultad de imposición de 
las servidumbres de la siguiente manera: “Cuando sea 
necesario para prestar los servicios públicos, las 
empresas podrán pasar por predios ajenos, por una vía 
aérea, subterránea o superficial, las líneas, cables o 
tuberías necesarias; ocupar temporalmente las zonas 
que requieran en esos predios; remover los cultivos y los 
obstáculos de toda clase que se encuentren en ellos; 
transitar, adelantar las obras y ejercer vigilancia en ellos; 
y, en general, realizar en ellos todas las actividades 
necesarias para prestar el servicio” (Ley 142, 1994, art. 
57) en donde se estipula con previsión que: “El 
propietario del predio afectado tendrá derecho a 
indemnización de acuerdo a los términos establecidos 
en la Ley 56 de 1981, de las incomodidades y perjuicios 




Respecto a la adquisición de las servidumbres, se ha 
estipulado que “La empresa de servicios públicos que 
tenga interés en beneficiarse de una servidumbre, para 
cumplir su objeto, podrá solicitar la imposición de la 
servidumbre mediante acto administrativo, o promover 
el proceso de imposición de servidumbre al que se 
refiere la Ley 56 de 1981”. (Ley 142, 1994, art. 117), no 
obstante solo cuentan con “facultad” para imponer la 
servidumbre por acto administrativo: “Tienen facultades 
para imponer la servidumbre por acto administrativo las 
entidades territoriales y la Nación, cuando tengan 
competencia para prestar el servicio público respectivo, 
y las comisiones de regulación”. (Ley 142, 1994, art. 
118).  
Finalmente, en relación a la extinción de la servidumbre: 
“Las servidumbres se extinguen por las causas 
previstas en el Código Civil; o por suspenderse su uso 
por dos años; o si los bienes sobre los cuales recae se 
hallan en tal estado que no sea posible usar de ellos 
durante el mismo lapso; o por prescripción de igual 
plazo; o por el decaimiento a que se refiere el artículo 
66 del Código Contencioso Administrativo, si provinieren 




Ley 143 de 1994 
“Por la cual se establece el régimen para la generación, 
interconexión, trasmisión, distribución y 
comercialización de electricidad en el territorio nacional, 
se conceden unas autorizaciones y se dictan otras 
disposiciones en materia energética” corresponde a un 
mecanismo jurídico de tipo sustancial donde se 




de los parámetros legales que se deben tener en cuenta 
en los procesos de conducción de energía eléctrica.  
 
 
Decreto 1324 de 
1995 
“Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 56 de 
1981 en armonía con la Ley 142 de 1994” en donde se 
dispone que en relación con “las expropiaciones y 
servidumbres previstas en los artículos 56 y 57 de la Ley 
142 de 1994, se aplicarán las disposiciones previstas en 
el Capítulo IV del Decreto reglamentario 2024 de 1982” 
(Decreto 1324, 1995, art. 5) 
Resolución Nº 9 
0708 de Agosto 
30 de 2013 
 Artículo 22.2 Zonas de servidumbre: 
“a. Toda línea de transmisión aérea con tensión 
nominal igual o mayor a 57,5 kV, debe tener una 
zona de seguridad o derecho de vía. Esta zona 
debe estar definida antes de la construcción de la 
línea, para lo cual se deben adelantar las 
gestiones para la constitución de la servidumbre, 
ya sea por mutuo acuerdo con los propietarios del 
terreno o por vía judicial. El propietario u operador 
de la línea debe hacer uso periódico de la 
servidumbre ya sea con el mantenimiento de la 
línea o poda de la vegetación y debe dejar 
evidencia de ello. 
C….Las oficinas de planeación municipal y las 
curadurías deben abstenerse de otorgar licencias 
o permisos de construcción en dichas áreas y los 
municipios atender sus responsabilidad en 
cuanto al control del uso del suelo y el espacio 
público de conformidad con la Ley. 
d. En los Planes de Ordenamiento Territorial 
(POT) se debe respetar las limitaciones en el uso 




Igualmente, los POT deben tener en cuenta los 
planes de expansión para poder garantizar la 
prestación del servicio de energía eléctrica. 
i. Servidumbre en líneas compactas: se 
determinará como la distancia entre los puntos a 
ambos lados de la línea a partir de los cuales a 
un metro de altura del suelo o el piso donde se 
tenga presencia humana El ancho mínimo de la 
servidumbre en los tramos compactos del campo 
eléctrico y el campo magnético, Dicha 
servidumbre nunca podrá ser menor que la que 
resulte de considerar las distancias de seguridad 
establecidas en el literal “j” del presente numeral. 
j. Para líneas de transmisión con tensión nominal 
menor o igual a 500 kV que crucen zonas urbanas 
o áreas industriales y para las cuales las 
construcciones existentes imposibilitan dejar el 
ancho de la zona de servidumbre establecido en 
la tabla 22.1, se acepta construir la línea aérea, 
bajo los siguientes requisitos: a) que el Plan de 
Ordenamiento Territorial existente en el momento 
de la planeación del proyecto así lo permita, b) 
Que un estudio de aislamiento del caso en 
particular, demuestre que no hay riesgos para las 
personas o bienes que se encuentran en las 
edificación, c) que en la edificación los valores de 
campos electromagnéticos para público en 
general no sean superados, d) que los valores de 
radio interferencia ni ruido acústico supere los 
valores establecidos por las autoridad 




de seguridad horizontales de por lo menos 3,5 m 
para 57,5 kV, 4 m para 115 kV, 6 m para 230 kV 
y 8,6 m para 500 kV, teniendo en cuenta los 
máximos movimientos de acercamiento a la 
edificación que pueda tener el conductor, estas 
distancias se deben medir entre la proyección 
vertical más saliente del conductor y el punto más 
cercano de la edificación”. (Resolución Nº 90708 
de Agosto 30 de 2013) 
Fuente: Los autores con fundamento en las disposiciones normativas citadas.  
En este orden de ideas, una vez identificado el fundamento jurídico de las 
redes de conducción de energía eléctrica en Colombia se han de analizar los 
parámetros procesales que deben cumplirse en los procesos de servidumbre 
sub examine.  
Tabla Nº 05: Parámetros procesales en las servidumbres en redes de 
conducción de energía eléctrica en Colombia. 





Ley 56 de 1981 
En el primer pronunciamiento legal sobre los 
lineamientos procesales mediante los cuales se 
solicita el establecimiento de una servidumbre de 
conducción de energía eléctrica se identifica el 
artículo 27 de la Ley 56 de 1981 en donde se 
establece lo siguiente: 
• En relación al sujeto activo existe un nuevo 
lineamiento legal de acuerdo al artículo 5º del 
Decreto Nacional 884 de 2017 el cual modificó el 
primer inciso del artículo 27 de la Ley 56 de 1981, 
donde  “Corresponde al propietario del proyecto que 




en calidad de demandante los procesos que sean 
necesarios para hacer efectivo al gravamen de 
servidumbre de conducción de energía eléctrica”.  
• Al hacer alusión a los requisitos especiales 
que deben presentarse con la demanda del proceso 
de servidumbre de conducción de energía eléctrica 
se deben adjuntar: “I) El .plano general en que figure 
el curso que habrá de seguir la línea objeto del 
proyecto con la demarcación específica del área, 
inventario de los daños que se causen, con el 
estimativo de su valor realizado por la entidad 
interesada en forma explicada y discriminada, que se 
adjuntará al acta elaborada al efecto y certificado de 
tradición y libertad del predio. II) Con la demanda, la 
entidad interesada pondrá a disposición del juzgado 
la suma correspondiente al estimativo de la 
indemnización. III) Una vez admitida la demanda, se 
correrá traslado de ella al demandado por el término 
de tres (3) días. III) Si dos (2) días después de 
proferido el auto que ordena el traslado de la 
demanda ésta no hubiere podido ser notificada a los 
demandados, se procederá a emplazarlos. IV) Sin 
perjuicio del deber del juez de abstenerse de proferir 
sentencia de fondo en los casos previstos por la ley, 
en este proceso no pueden proponerse 
excepciones”.   (Ley 56, 1981, art. 27) 
•    Se debe realizar una inspección judicial en el 
predio afectado dentro de las siguientes 48 horas 
siguientes a la presentación de la demanda, de igual 
manera el juez “podrá autorizar la ejecución de las 




necesarias para el goce efectivo de la servidumbre” 
e “identificará el inmueble y hará un examen y 
reconocimiento de la zona objeto del gravamen”. 
(Ley 56, 1981, art. 28) 
• Ante la existencia de una inconformidad 
respecto al demandado en relación con el estimativo 
de los perjuicios causados: “podrá pedir dentro de los 
cinco (5) días siguientes a la notificación del auto 
admisorio de la demanda, que por peritos 
designados por el juez se practique avalúos de los 
daños que se causen y tasen la indemnización a que 
haya lugar por la imposición de la servidumbre”.  (Ley 
56, 1981, art. 29). 
• En relación a la estimación final del monto a 
indemnizar se deberá tener en cuenta: “los 
estimativos, avalúos, inventarios o pruebas que 
obren en el proceso” de igual manera “Si en las 
sentencia se fijare una indemnización mayor que la 
suma consignada, la entidad demandante deberá 
consignar la diferencia en favor del poseedor o 
tenedor del predio, y desde la fecha que recibió la 
zona objeto de la servidumbre hasta el momento en 
que deposite el saldo, reconocerá intereses sobre el 
valor de la diferencia, liquidados según la tasa de 
interés bancario corriente en el momento de dictar la 
sentencia”. (Ley 56, 1981, art. 31). 
 
 
Decreto 2580 de 
1985 (Modificado 
En el cual se reglamenta el proceso judicial que se 
debe tener en cuenta en los procesos de 
servidumbre en redes de conducción de energía 




por el Decreto 1073 
de 2015) 
“Procesos judiciales. Los procesos 
judiciales que sean necesarios para imponer y 
hacer efectivo el gravamen de servidumbre 
pública de conducción de energía eléctrica, 
serán promovidos, en calidad de demandante, 
por la entidad de derecho público que haya 
adoptado el respectivo proyecto y ordenado 
su ejecución, de acuerdo con los requisitos y 
el procedimiento, señalados en este Decreto”. 
(Decreto No. 2580 de 1985, art. 1º) 
“De la demanda.  La demanda se dirigirá 
contra los titulares de derechos reales 
principales sobre los respectivos bienes y 
deberá contener los requisitos establecidos en 
los artículos 82 y 83 del Código General del 
Proceso y a ella se adjuntarán solamente, los 
siguientes documentos: 
a) El plano general en el que figure el curso 
que habrá de seguir la línea de transmisión y 
distribución de energía eléctrica objeto del 
proyecto con la demarcación específica del 
área. 
b) El inventario de los daños que se causaren, 
con el estimativo de su valor realizado   por   la   
entidad   interesada   en   forma   explicada   y   
discriminada, acompañado del acta elaborada 
al efecto. 
c) El certificado de matrícula inmobiliaria del 
predio. Cuando no fuere posible acompañar el 
certificado de registro de la propiedad y demás 




inmuebles objeto de la servidumbre, en la 
demanda se expresará dicha circunstancia 
bajo juramento, que se entenderá prestado 
con la sola presentación de aquélla. 
d) El título judicial correspondiente a la suma 
estimada como indemnización. 
e) Los demás anexos de que trata el artículo 
84 del Código General del Proceso”. (Decreto 
No. 2580 de 1985, art. 2º) 
“Trámite. Los procesos a que se refiere este 
Decreto seguirán el siguiente trámite: 
1. En el auto admisorio de la demanda se 
ordenará correr traslado de ella al 
demandado, por el término de tres (3) días y 
se ordenará la inscripción de la demanda en 
la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos del lugar de ubicación   del   
inmueble, si   esta   petición   ha   sido   
formulada   por   el demandante. 
2. Cuando el demandante haya manifestado 
en la demanda la imposibilidad de anexar el 
certificado del Registrador de Instrumentos 
Públicos sobre propiedad y demás derechos 
reales principales, el juez ordenará, en el auto 
admisorio de la demanda, el emplazamiento 
de todas las personas que puedan tener 
derecho a intervenir en el proceso. 
En el edicto emplazatorio se expresará la 
naturaleza del proceso, el nombre del 
demandante, del demandado, si se conoce, o 




indeterminadas y la prevención de que se 
designará curador ad liten a los emplazados si 
no comparecen en oportunidad. 
El edicto se fijará por el término de un (1) mes 
en un lugar visible de la Secretaría y se 
publicará en un diario de amplia circulación en 
la localidad, por tres veces, durante el mismo 
término y por medio de la radiodifusora del 
lugar, si la hubiere, con intervalos no menores 
de cinco (5) días. 
Cuando el citado figure en el directorio técnico 
se enviará a la dirección que allí aparezca, 
copia del edicto por correo certificado, o con 
empleado del Juzgado que la entregará a 
cualquier persona que allí se encuentre o la 
fijará en la puerta de acceso, según las 
circunstancias, todo lo cual se hará constar en 
el expediente, al que se agregarán el edicto, 
sendos ejemplares del diario y certificación 
auténtica del administrador de la emisora. 
Transcurridos cinco (5) días a partir de la 
expiración del término de emplazamiento, el 
juez designará a los citados un curador ad 
liten, con quien se surtirá la notificación. 
3. Salvo lo dispuesto en el numeral anterior, si 
dos (2) días después de proferido el auto 
admisorio de la demanda no se hubiere 
podido notificar a todos los demandados, el 
juez de oficio los emplazará por edicto que 
durará fijado tres (3) días en la Secretaría y se 




circulación en la localidad y por una 
radiodifusora si existiere allí, copia de aquél se 
fijará en la puerta de acceso al inmueble 
respectivo. Al demandado que no habite ni 
trabaje en dicho inmueble, pero figure en el 
directorio telefónico de la misma ciudad, se le 
remitirá copia del edicto al lugar en él 
consignado por correo certificado o con 
empleado del despacho. 
Cumplidas las anteriores formalidades sin que 
los demandados se presenten en los tres (3) 
días siguientes, se les designará un curador 
ad liten a quien se notificará el auto admisorio 
de la demanda. 
4. El juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes a la presentación de la 
demanda, practicará una inspección judicial 
sobre el predio afectado, identificará el 
inmueble, hará un examen y reconocimiento 
de la zona objeto del gravamen y autorizará la 
ejecución de las obras que de acuerdo con el 
proyecto sean necesarias para el goce 
efectivo de la servidumbre. 
5. Si la parte demandada no estuviere 
conforme con el estimativo de los perjuicios, 
podrá pedir dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la notificación del auto admisorio 
de la demanda que se practique un avalúo de 
los daños que se causen y se tase la 
indemnización a que haya lugar por la 




El avalúo se practicará por dos peritos 
escogidos así: Uno de la lista de auxiliares del 
Tribunal Superior correspondiente y el otro de 
la lista suministrada con el Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi. En caso de desacuerdo en 
el dictamen, se designará un tercer perito 
escogido de la lista suministrada por el 
mencionado Instituto, quien dirimirá el asunto. 
Sólo podrán avaluarse las mejoras existentes 
al momento de notificarse el auto admisorio de 
la demanda y las efectuadas con posterioridad 
siempre y cuando sean necesarias para la 
conservación del inmueble. 
6. En estos procesos no pueden proponerse 
excepciones. 
7. Con base en los estimativos, avalúos, 
inventarios o pruebas que obren en el 
proceso, el juez dictará sentencia, señalará el 
monto de la indemnización y ordenará su 
pago. Las indemnizaciones que correspondan 
a titulares de derechos reales principales, 
debidamente registrados en el certificado de 
matrícula inmobiliaria, representados por 
curador, poseedores o tenedores, se 
entregarán por el juzgado cuando ellos 
comparezcan. 
8. Si en la sentencia se fija una indemnización 
mayor que la suma consignada, la entidad 
demandante deberá consignar la diferencia en 
favor de los titulares de derechos reales del 




que recibió la zona objeto de la servidumbre 
hasta el momento en que deposite el saldo, 
reconocerá intereses sobre el valor de la 
diferencia, liquidados según la tasa de interés 
bancaria corriente en el momento de dictar la 
sentencia”. (Decreto No. 2580 de 1985, art. 3º) 
“De   la   no   exigencia   de   un   requisito.   
El   acto administrativo a que se refiere el 
artículo 18 de la Ley 56 de 1981, no es exigible 
en los procesos a que se refiere el presente 
Decreto”. (Decreto No. 2580 de 1985, art. 4º) 
“Remisión   de   normas.   Cualquier   vacío   
en   las disposiciones anteriores se llenará de 
acuerdo con las normas del Código General 
del Proceso”. (Decreto No. 2580 de 1985, art. 
5º) 
“Régimen aplicable. Los procesos sobre 
servidumbre pública de conducción de 
energía eléctrica, iniciados antes de la 
vigencia del Decreto 2580 de 1985, se 
sujetarán en lo pertinente, a las disposiciones 
contenidas en este reglamento. No obstante, 
los recursos interpuestos, la práctica de las 
pruebas decretadas, los términos que 
hubieren comenzado a correr y las 
notificaciones que se estén surtiendo, se 
regirán por las normas vigentes cuando se 
interpuso el recurso, se decretaron las 
pruebas, empezó a correr el término, o 
principió a surtirse la notificación”. (Decreto 




“De otras acciones sobre los predios 
objeto del proceso de servidumbre. Quedan 
a salvo las acciones que tengan los tenedores 
de los predios materia del proceso, respecto 
de los titulares de derechos reales principales. 
Podrán ejercitarse ante la Justicia ordinaria y 
no suspenderán el curso del proceso de 
imposición de la servidumbre”. (Decreto No. 
2580 de 1985, art. 7º) 
Fuente: Los autores con fundamento en las disposiciones normativas citadas.  
En síntesis, las disposiciones normativas procesales respecto de la 
servidumbre de energía eléctrica se encuentran en el Decreto 1073 de 2015  y 
en el artículo 376 del Código General del Proceso. 
 Así, una vez identificadas las disposiciones dogmáticas y jurídicas de las 
servidumbres de  conducción de energía eléctrica se ha de investigar, analizar 
e identificar los parámetros indemnizatorios por los daños derivados de estas  





Capítulo 3: Parámetros indemnizatorios según la jurisprudencia del 
Consejo de Estado por los daños derivados de las servidumbres en 
redes de conducción eléctrica 
3.1 La responsabilidad patrimonial del Estado a partir de la Constitución 
Política de 1991. 
Mediante los lineamientos jurídicos estipulados en la Constitución Política de 
1991 se ha identificado el principal fundamento normativo de la 
responsabilidad del Estado, el cual se encuentra instituido en el: 
“Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En 
el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de 
un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. (Constitución Política, 1991, art. 90)  
De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 90 de la Carta, el Estado en procura 
de cumplir su objeto social, con su accionar directa o indirectamente será 
responsable por los daños y perjuicios causados a sus administrados, e 
indemnizará a estos según lo establezca la ley en cada caso  concreto.  
En este sentido, se tratará los distintos regímenes de responsabilidad del 
Estado, el daño y los diversos títulos de imputación atribuibles al momento de 






3.2 Regímenes de responsabilidad del Estado. 
Al hacer alusión al término “responsabilidad del Estado”, es de suma 
importancia identificar la aplicación del Derecho Administrativo en donde el 
Estado puede llegar a ocasionar algún tipo de daño a los administrados. 
(Gordillo, 1998) 
Corresponderá a dos grandes clases de responsabilidad a saber:  
3.2.1 Responsabilidad contractual del Estado. 
El acaecimiento de la responsabilidad contractual del Estado surge a partir de 
un hecho en particular; y corresponde a la preexistencia de un vínculo 
contractual por parte del Estado y la victima del daño causado. 
En este sentido, el Consejo de Estado se ha pronunciado al respecto por medio 
de la sentencia del 25 de febrero del 2009 así:  
 (…) “el concepto de la responsabilidad contractual de la Administración Pública, 
según el cual las entidades públicas están obligadas a indemnizar a sus contratistas 
por los daños antijurídicos que les sean causados con ocasión de los contratos 
celebrados con las mismas entidades.” (Consejo de Estado, Expediente 16.103) 
Por lo que la responsabilidad contractual del Estado presupone la existencia 
de un vínculo jurídico previo al acaecimiento del daño causado.  
3.2.2 Requisitos para la procedencia de la responsabilidad contractual 
del Estado 
La procedencia de la responsabilidad contractual del Estado se verifica a 




necesarios e indispensables, correspondiente al daño, el hecho generador del 
mismo y un nexo de causalidad. 
En este sentido, de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales del Consejo 
de Estado se identifican dos requisitos; “Según lo prescrito en el artículo 90 de 
la Constitución Política, la cláusula general de la responsabilidad del Estado 
tiene como fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a un 
administrado, y la imputación del mismo a la administración pública, tanto por 
la acción, como por la omisión de un deber normativo”. (Corte Constitucional, 
Sentencia C 957 de 2014) 
Así, en efecto para la declaratoria de responsabilidad contractual se ha de 
observar de manera previa además, las obligaciones contenidas en el acuerdo 
contractual de carácter público.  
3.2.3 Daño resarcible 
La configuración del daño resarcible debe considerarse desde el cumplimiento 
de unos requisitos sinne quantum:  
“Para que se entienda configurado un daño resarcible este debe 
lesionar un interés, pero ello no basta, esa lesión debe trascender al 
patrimonio de la víctima y causar perjuicios, los que precisamente son 
los que se reparan.” (Morante, 2017, p 54) 
Entendiéndose así como el nivel de afectación o lesión a los intereses en 




3.2.4 Nexo de causalidad 
Corresponde a uno de los elementos configurativos en la responsabilidad 
contractual del Estado, en donde se han identificado una serie  de 
conceptualizaciones y análisis dogmáticos. 
“En materia del llamado nexo causal, debe precisarse una vez más que este 
constituye un concepto estrictamente naturalístico que sirve de soporte o 
elemento necesario a la configuración del daño, otra cosa diferente es que 
cualquier tipo de análisis de imputación, supone, prima facie, un estudio en 
términos de atribuibilidad material (imputatio facti u objetiva), a partir del cual 
se determina el origen de un específico resultado que se adjudica a un obrar 
–acción u omisión-, que podría interpretarse como causalidad material, pero 
que no lo es jurídicamente hablando porque pertenece al concepto o 
posibilidad de referir un acto a la conducta humana, que es lo que se conoce 
como imputación”  (Consejo de  Estado, Exp 40057) 
Lo que se debe analizar en su integridad en cada caso en concreto, con el fin 
de verificar previo a la declaratoria de responsabilidad contractual del Estado.  
3.3 Responsabilidad extracontractual del Estado. 
La responsabilidad extracontractual del Estado se predica de aquella, que sin 
existir cualquier vínculo contractual previo al acaecimiento del daño puede 
llegar a ser atribuida a este. 
Consecuente con lo anterior, la Corte Constitucional se ha pronunciado 
mediante su jurisprudencia en el siguiente sentido: 
“El actual mandato constitucional es no sólo imperativo -ya que ordena al Estado 
responder- sino que no establece distinciones según los ámbitos de actuación de las 
autoridades públicas. En efecto, la norma simplemente establece dos requisitos para 




imputable a una acción u omisión de una autoridad pública. Pero el artículo 90 no 
restringe esta responsabilidad patrimonial al campo extracontractual, sino que 
consagra un régimen general, por lo cual la Corte no considera de recibo el argumento 
según el cual la noción de daño antijurídico no es aplicable en el ámbito contractual. 
Por el contrario, para esta Corporación el inciso primero del artículo 90 consagra la 
cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado y comprende por ende no 
sólo la responsabilidad extracontractual sino también el sistema de responsabilidad 
precontractual (derivado de la ruptura de la relación jurídico-administrativa 
precontractual) así como también la responsabilidad patrimonial del Estado de 
carácter contractual”. (Corte Constitucional, Sentencia C 333 de 1996)  
Por ende, dicha responsabilidad patrimonial del Estado, podrá ser inculcada 
del mismo, siempre y cuando se produzca el daño antijurídico a consecuencia 
de la acción, omisión o extralimitación en ejercicio de las funciones de los 
servidores públicos, de acuerdo a lo dispuesto por la Constitución en el: 
Artículo 6º Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por 
infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma 
causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
(Constitución Política, 1991, art 6). 
3.3.1 Daño especial.  
El daño especial se fundamenta en el rompimiento del equilibrio de las cargas 
públicas y se encuentra enmarcado dentro del régimen del daño especial, en 
donde se tiene como aquel causado de forma directa, en el ejercicio de una 
actividad lícita de la administración; cuya responsabilidad no tiene como 
fundamento el error o falla atribuible al Estado.; si no una acción legitima que 
puede causar  daño a un particular y que por ende deberá ser indemnizado en 




3.3.2 Riesgo excepcional.   
El título de imputación correspondiente al riesgo excepción se configura por 
medio del desarrollo de una actividad que genera algún tipo de riesgo para la 
sociedad, en este sentido la misma actividad debe ser peligrosa en su esencia, 
por lo que el Estado la desarrollará bajo esos lineamientos del “riesgo de 
causar algún tipo de daño” que en consecuencia deberá ser reparado.  
Así, se deberá tener en cuenta, la presunción de culpabilidad del Estado al 
haber generado el riesgo se encuentra en la obligación de indemnizar.  
3.3.3 Falla en el servicio.  
La falla en el servicio se fundamenta en la ausencia del contenido obligacional 
que se encuentra bajo la titularidad del Estado en beneficio de sus 
administrados, la cual se clasifica en falla en el servicio probada (régimen 
común de imputación) o presunta (En donde se debe probar el nexo causal 
entre el daño y la falla, al tratarse de una falla el Estado debe demostrar la 
ausencia de la misma, probando que actuó con la debida diligencia y cuidado 
en la prestación del servicio) 
3.4 Daños derivados por la imposición de las servidumbres de paso en el 
sector eléctrico. Amén del interés general y declaratoria de utilidad 
pública.  
La servidumbre legal de energía eléctrica tiene fundamento en la prevalencia 
del interés general y de la declaratoria de utilidad pública, no obstante, esta 




de servicios públicos de propender por minimizar la afectación “daños” a los 
predios sirvientes por donde se proyecta el paso de las redes de energía 
eléctrica.  
En este sentido, se ha de tener en cuenta las disposiciones normativas de la 
Ley 142 de 1994; esencialmente en el artículo 33 donde se establece que 
quienes presten servicios públicos; “estarán sujetos al control de la jurisdicción 
en lo contencioso administrativo sobre la legalidad de sus actos, y a 
responsabilidad por acción u omisión en el uso de tales derechos”. (Ley 142, 
1994, art 33) 
De igual manera, mediante el artículo 52 de la citada norma se establece la 
facultad de; “El propietario del predio afectado tendrá derecho a indemnización 
de acuerdo a los términos establecidos en la Ley 56 de 1981, de las 
incomodidades y perjuicios que ello le ocasione”. (Ley 142, 1994, art 52)  
Por consiguiente, es de suma importancia destacar dos perspectivas a saber 
de las normas en mención, por una parte, se ha de entender que si bien es 
cierto la imposición de servidumbres de conducción de energía eléctrica tiene 
un fundamento colectivo sobre la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios y sobre la prevalencia del interés general, se ha de anotar de igual 
manera el reconocimiento y la importante connotación del derecho a la 
propiedad que ostentan los dueños de los predios sirvientes quienes no se 




de causársele algún daño tendrán derecho a ser indemnizados por las mismas 
causas.  
3.5 Daño por incumplimiento de las exigencias mínimas de seguridad 
normativas. 
Si bien es cierto, los parámetros técnicos y jurídicos de seguridad en los 
procesos de imposición de servidumbres de conducción de energía eléctrica 
dependen de cada tipo de terreno sobre el cual se instalan, se han de tener en 
cuenta unos parámetros de seguridad de índole general. 
En este orden de ideas, mediante la resolución No. 90708 de Agosto 30 de 
2013 se han establecido los siguientes parámetros técnicos para el diseño e 
instalación de redes de conducción de energía eléctrica; 
“a. Comportamiento de la línea tanto en régimen permanente como en régimen 
transitorio.  
b. Confiabilidad de la línea (número de salidas por 100 km/año).  
c. Coordinación de aislamiento.  
d. Coordinación de protecciones.  
e. Distancias de seguridad.  
f. Establecer los parámetros de la línea  
g. Estudio de apantallamiento.  
h. Estudio de flujo de cargas.  
i. Estudio de pérdidas de energía.  
j. Evaluar el Efecto Corona y gradientes superficiales.  




l. Evaluar los niveles de campos electromagnéticos en la zona de servidumbre. m. 
Evaluar los niveles de radiointerferencia.  
n. Puesta a tierra.  
o. Nivel de ruido audible.  
p. Conductor económico.  
q. Calculo de pérdidas por efecto corona” (Resolución No. 9 0708,  2013) 
Respecto al ancho de la servidumbre, es de suma importancia citar el concepto 
2787 de 2005 de la comisión de regulación de energía y gas – CREG, en 
donde se destaca que el ancho de la servidumbre se determina de acuerdo a 
las características del terreno, tensión de la línea y configuración de la red de 
trasmisión, en igual sentido se le impone al dueño del predio respetar el 
corredor establecido a lo largo y ancho de la red advirtiendo cuales actividades 
le son permitidas y cuales no dentro de esta área.  
Otro aspecto importante, en el proceso de conducción de energía eléctrica se 
fundamenta en la necesidad de brindar protección a la vida y la salud de las 
personas que viven en lugares cercanos a las líneas de conducción eléctrica 
por lo que se ha dispuesto en la citada resolución; 
“(…) Niveles de campos eléctrico y magnético sobre el terreno, según regulaciones de 
la IRPA, aceptadas por la Organización Mundial de la Salud – OMS (Internacional 
Radiation Protection Agency – Interim Guidelines on Limits of Exposure to 50/60 Hz 
Electric and Magnetic Fields, Health Physics, Vol. 58-1990). 
A borde de servidumbre Campo Eléctrico máximo = 5 kV/ m 




Dentro de la faja de servidumbre, no sobrepasar los siguientes valores: 
Terrenos inaccesibles 20 kV/m 
Regiones despobladas 15 a 20 kV/ m 
Cruces de carreteras 10 a 12 kV/ m 
 Estos valores se adoptaron del documento EPRI: Transmisión Line Reference Book – 345 kV 
and above. Second edition 1987 (….)” 
Por lo que al hacer omisión a los anteriores parámetros técnicos de seguridad 
en el diseño e instalación de las redes de conducción de energía eléctrica se 
han de considerar como un elemento de causalidad en la generación de un 
daño y su consecutivo reconocimiento indemnizatorio por parte del propietario 
de la infraestructura eléctrica, probada la responsabilidad de este ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
En relación con las distancias mínimas de seguridad establecidas por el RETIE 
2013, dispuesta en los artículos 13 y 13.1 en zonas con construcciones reza. 
“ARTICULO 13°. DISTANCIAS DE SEGURIDAD. Para efectos del presente 
reglamento y teniendo en cuenta que frente al riesgo eléctrico la técnica más efectiva 
de prevención, siempre será guardar una distancia respecto a las partes energizadas, 
puesto que el aire es un excelente aislante, en este apartado se fijan las distancias 
mínimas que deben guardarse entre líneas o redes eléctricas y elementos físicos 
existentes a lo largo de su trazado (carreteras, edificaciones, piso del terreno 
destinado a sembrados, pastos o bosques, etc.), con el objeto de evitar contactos 
accidentales. Las distancias verticales y horizontales que se presentan en las 
siguientes tablas, se adoptaron de la norma ANSI C2; todas las tensiones dadas en 
estas tablas son entre fases, para circuitos con neutro puesto a tierra sólidamente y 
otros circuitos en los que se tenga un tiempo despeje de falla a tierra acorde con el 
presente reglamento 
Los constructores y en general quienes presenten proyectos a las curadurías, oficinas 
de planeación del orden territorial y demás entidades responsables de expedir las 




que solicitan dicho trámite cumplen a cabalidad con las distancias mínimas de 
seguridad establecidas en el RETIE. 
Es responsabilidad del diseñador de la instalación eléctrica verificar que en la etapa 
pre constructiva este requisito se cumpla. No se podrá dar la conformidad con el 
RETIE a instalaciones que violen estas distancias. El profesional competente 
responsable de la construcción de la instalación o el inspector que viole esta 
disposición, sin perjuicio de las acciones penales o civiles, debe ser denunciado e 
investigado disciplinariamente por el consejo profesional respectivo. 
El propietario de una instalación que al modificar la construcción viole las distancias 
mínimas de seguridad, será objeto de la investigación administrativa correspondiente 
por parte de las entidades de control y vigilancia por poner en alto riesgo de 
electrocución no sólo a los moradores de la construcción objeto de la violación, sino a 
terceras personas y en riesgo de incendio o explosión a las edificaciones contiguas. 
A menos que se indique lo contrario, todas las distancias de seguridad deben ser 
medidas de superficie a superficie. Para la medición de distancias de seguridad, los 
accesorios metálicos normalmente energizados serán considerados como parte de los 
conductores de línea y las bases metálicas de los terminales del cable o los 
dispositivos similares, deben ser tomados como parte de la estructura de soporte. La 
precisión en los elementos de medida no podrá tener un error de más o menos 0,5%”. 
(RETIE, Art 13) 
 






DISTANCIAS MINIMAS DE SEGURIDAD EN ZONAS CON CONSTRUCCIONES 
Descripción Tensión nominal 
entre fases (kV) 
Distancia 
(m) 
Distancia vertical “a” sobre techos y proyecciones, aplicable solamente a 
zonas de muy difícil acceso a personas y siempre que el propietario o 
tenedor de la instalación eléctrica tenga absoluto control tanto de la 




Distancia horizontal “b” a muros, balcones, salientes, ventanas y 
diferentes áreas independientemente de la facilidad de accesibilidad de 





Distancia vertical “c” sobre o debajo de balcones o techos de fácil 
acceso a personas, y sobre techos accesibles a vehículos de máximo 




Distancia vertical “d” a carreteras, calles, callejones, zonas peatonales, 
áreas sujetas a tráfico vehicular. (Figura 13.1) para vehículos de más de 









“Igualmente, en instalaciones construidas bajo 
criterio de la norma IEC 60364, para tensiones 
mayores de 1 kV, se deben tener en cuenta y 
aplicar las distancias de la IEC 61936 -1”. 
(Retie, Art 13.1) 
“Únicamente se permite el paso de conductores 
por encima de construcciones (distancia vertical 
“a”) cuando el tenedor de la instalación eléctrica 
tenga absoluto control, tanto de la instalación 
eléctrica como de las modificaciones de la edificación o estructura de la planta. 
Entendido esto como la administración, operación y mantenimiento, tanto de 
la edificación como de la instalación eléctrica”. (Retie, Art 13.1)  
Tabla Nº 07. Valores mínimos requeridos en el ancho de la zona de 
servidumbre 
 
TIPO DE ESTRUCTURA TENSIÓN (kV) ANCHO MÍNIMO (m) 
Torres/postes 500 (2 Ctos.) 65 
500 (1 Cto.) 60 
Torres/postes 400 (2 Ctos.) 55 
400 (1 Cto.) 50 
Torres 220/230 (2 Ctos.) 32 
220/230 (1 Cto.) 30 
Postes 220/230 (2 Ctos.) 30 
220/230 (1 Cto.) 28 
Torres 110/115 (2 Ctos.) 20 
110/115 (1 Cto.) 20 
Postes 110/115 (2 Ctos.) 15 
110/115 (1 Cto.) 15 
Torres/postes 57,5/66 (1 o 2 Ctos.) 15 
 
 
Figura Nº  01. Distancias de 





Nota 1: Cuando en una misma estructura se instalen circuitos de diferente 
nivel de tensión, el ancho de servidumbre mínimo debe ser el que le 
corresponde a la línea de mayor tensión. 
Figura Nº 02.  Ancho de la zona de servidumbre 
 
 
3.6.  Parámetros indemnizatorios según la jurisprudencia del Consejo de 
Estado durante por los daños derivados de las servidumbres en redes de 
conducción eléctrica durante el periodo 2015 – 2018. 
Se estudiará con especial detenimiento los pronunciamientos 
jurisprudenciales del Consejo de Estado en los eventos en los cuales han 
existido sentencias condenatorias por daños derivados de servidumbres de 
redes de conducción eléctrica durante el periodo 2015 – 2018. 
3.6.1 Sobre la idoneidad del medio de control  
 
El Consejo de Estado mediante su jurisprudencia ha sido muy claro en 
determinar que el medio de control idóneo para la solicitud de indemnización 




es la “reparación directa” siempre y cuando se cumpla con los lineamientos 
procesales que han sido previamente estipulados en la Ley 1437 de 2011 y 
que se expondrán en la siguiente tabla: 
Tabla Nº 08: Lineamientos procesales del medio de control de reparación 
directa según el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.  
  
 ETAPA PROCESAL 
NORMATIVA DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y 




Competencia de los jueces 
administrativos en primera instancia. De 
acuerdo al artículo 155 de la Ley 1437 de 
2011 núm. 6 les corresponderá conocer: 
”De los de reparación directa, inclusive 
aquellos provenientes de la acción u 
omisión de los agentes judiciales, cuando la 
cuantía no exceda de quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales 
vigentes” (Ley 1437, 2011, art 155, núm. 6” 
Competencia de los tribunales 
administrativos en primera instancia. 
Según el artículo 152 de la Ley 1437 de 
2011 Núm. 6 se ha establecido: “De los de 
reparación directa, inclusive aquellos 
provenientes de la acción u omisión de los 
agentes judiciales, cuando la cuantía 
exceda del quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes”. (Ley 
1437, 2011, art 152, núm. 6) 
Competencia en razón del territorio. Al 
momento de determinar la competencia en 




cuenta los lineamientos del artículo 156 
núm. 6  de la Ley 1437 de 2011 en el 
siguiente sentido: “En los de reparación 
directa se determinará por el lugar donde se 
produjeron los hechos, las omisiones o las 
operaciones administrativas, o por el 
domicilio o sede principal de la entidad 
demandada a elección del demandante”. 
(Ley 1437, 2011, art 156, núm. 6) 
 
Requisitos previos para 
demandar 
Antes de presentar la demanda del medio 
de control de reparación directa se deberá 
observar el previo cumplimiento a los 
siguientes requisitos: “Cuando los asuntos 
sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá 
requisito de procedibilidad de toda demanda 
en que se formulen pretensiones relativas a 
nulidad con restablecimiento del derecho, 
reparación directa y controversias 






El termino de oportunidad para la 
presentación del medio de control de 
reparación directa se encuentra establecido 
de la siguiente manera: “Cuando se 
pretenda la reparación directa, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día 
siguiente al de la ocurrencia de la acción u 
omisión causante del daño, o de cuando el 
demandante tuvo o debió tener 
conocimiento del mismo si fue en fecha 
posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la 
fecha de su ocurrencia”. (Ley 1437, 2011, 
art 164, núm. 2, lit i) 




En este orden de ideas, a continuación, se expondrán las jurisprudencias del 
Consejo de Estado referentes a la indemnización a que tiene derecho el 
particular por los daños causados y no reconocidos por el propietario del 
proyecto eléctrico, derivado por la omisión en la constitución de las 
servidumbres de conducción de energía eléctrica que legalmente debiesen ser 
constituidas y no lo hicieron durante el periodo 2015 – 2018 de acuerdo al tema 
sub examine.  
Sentencia nº 08001-23-31-000-2004-01103-01 de Consejo de Estado 
- Sala Plena Contenciosa Administrativa – Sección Tercera, de 31 
de Agosto de 2015 . Actor: AQUILES BARRIOS MONTERO 
Demandado: CORPORACION ELECTRICA DE LA COSTA 
ATLANTICA. Medio de control: reparación directa 
El fundamento factico de la primera sentencia corresponde al ejercicio del 
medio de control de reparación directa en donde demandaron la 
CORPORACIÓN ELÉCTRICA DE LA COSTA ATLÁNTICA, lo anterior, debido 
a que “en desarrollo de su objeto social, instaló en el inmueble identificado con 
el folio de matrícula nº 040-126318 una torre de energía eléctrica, es decir lo 
ocupó parcialmente, lo que ocasionó al señor Barrio Montero perjuicios de 
carácter material que no se han indemnizado”   
Por lo que la entidad demandada se opuso a las pretensiones y argumento 
que “no se está frente a una ocupación arbitraria o de hecho, sino de una 
servidumbre que se constituyó bajo la anuencia del demandante y que se 





De igual manera, propuso la excepción de caducidad derivado del tiempo 
transcurrido entre el momento de constitución del gravamen (2 de agosto de 
1995) y la presentación de la demanda (4 de junio de 2004); lo cual se 
encuentra fuera del término establecido en el artículo 136 del Código 
Contencioso Administrativo. (Vigente para la época) 
En este sentido, el Tribunal Administrativo del Atlántico declaró probada la 
excepción de caducidad de la acción debido a que; “La Sala encuentra en 
virtud de lo antes expuesto, que los dos (2) años de que trata la norma en 
cuento a la caducidad de la acción de reparación directa, deben ser contados 
a partir de la fecha en la cual consta que se constituyó la servidumbre, ya que 
es la circunstancia que demuestra la materialización del hecho (instalación de 
la torre y su correspondiente cableado conductor de energía eléctrica), es 
decir, 2 de agosto de 1995, y si se tiene en cuenta que el accionante presentó 
la demanda el día 4 de junio de 2004, habían transcurrido más de nueve años, 
contradiciendo así los dos años que prevé la ley”. 
En este orden de ideas, el demandante presentó recurso de apelación en 
contra de la sentencia de primera instancia, en donde el Consejo de Estado 
confirmo la sentencia del tribunal y argumento que el accionante no había 
escogido el medio de control correcto debido que en esta situación fáctica 
corresponde la utilización de la acción correspondiente a “Controversias 
contractuales”; lo que argumento con las siguientes palabras:  
“En este caso se predicara la indebida escogencia de la acción dado el origen del 




directa en el marco de procesos tramitados en ejercicio de la acción de controversias 
contractuales. Pese a ello, debe advertirse que la Sala no puede llegar a una 
conclusión distinta de la que se llegó en primera instancia, pues, pese a que se 
consideran que la acción no es un impedimento para decidir, lo cierto es que en todo 
caso la parte actora superó con creces los términos establecidos en el artículo 136 del 
Código Contencioso Administrativo” (Consejo de Estado, Sentencia nº 08001-23-31-
000-2004-01103-01) 
Sentencia nº 50001-23-33-000-2016-00881-01(ACU) de Consejo de 
Estado – Sala de lo contencioso administrativo - Sección Quinta, 
16 de Marzo de 2017. Actor: JULIO JARA ACUÑA. Demandado: 
EMPRESA ELECTRIFICADORA DEL META S.A E.S.P medio 
control: Acción de cumplimiento. 
En ejercicio de la acción constitucional de cumplimiento el accionante 
“pretende es el pago de una indemnización por la imposición de una 
servidumbre de conducción de energía eléctrica en el predio del actor hace 
más de 20 años, la cual aduce se hizo de forma irregular, pues a su juicio no 
se constituyó el gravamen conforme a la ley, sino de facto” 
En este sentido, el Tribunal Administrativo del Meta considero que la acción 
de cumplimiento no corresponde al mecanismo idóneo para la pretensión 
solicitada por el accionante debido a que se cuenta con mecanismos de 
defensa ordinarios para dicha solicitud y que no corresponden a la acción de 
cumplimiento, de igual manera, “que la acción también se tornaba 
improcedente, ya que aquella no puede utilizarse para definir derechos 




cumplimiento de la ley o acto administrativos”. (Consejo de Estado, Sentencia 
nº 50001-23-33-000-2016-00881-01) 
Por consiguiente, el accionante impugno la decisión y en consideración solicito 
ante el Consejo de Estado, en donde argumento: “Que si no se ordena la 
correspondiente indemnización se estaría generando un perjuicio, que sí es 
susceptible de ser reclamado a través de otros medios de control” y “que se 
reúnen los requisitos para que la acción prospere, habida cuenta que existe 
una obligación legal de constituir servidumbres en las cuales es procedente la 
compensación por la limitación al ejercicio del derecho de propiedad”.  
(Consejo de Estado, Sentencia nº 50001-23-33-000-2016-00881-01) 
Sentencia nº 23001-23-33-000-2017-00049-01(AC) de Consejo de 
Estado – Sala de lo contencioso administrativo - Sección Primera, 
17 de Agosto de 2017. Actor: TERESA DEL CARMEN VERGARA 
DÍAZ Demandado: MINISTERIO DE MINAS Y ENERGIA, 
INTERCOLOMBIA S.A. E.S.P., MUNICIPIO SAHAGÚN, 
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, 
COMISIÓN DE REGULACIÓN DE ENERGÍA Y GAS Y 
PROCURADURIA GENERAL DE NACIÓN. Medio de control: Tutela 
La situación fáctica de la jurisprudencia se fundamenta en una acción de tutela 
presentada por “La señora Teresa del Carmen Vergara Díaz, actuando a 
través de apoderado, presentó solicitud de tutela el 1º de febrero de 2017 
contra la Nación, Ministerio de Minas y Energía, Municipio de Sahagún, 




Domiciliarios, Comisión de Regulación de Energía y Gas y Procuraduría 
General de la Nación por la presunta vulneración a sus derechos 
fundamentales a la igualdad y al debido proceso, en que, a su juicio, incurrió 
Intercolombia S.A. E.S.P. al no legalizar la servidumbre de conducción de 
energía eléctrica que pasa por el predio de propiedad de la accionante”, lo 
anterior con fundamento en la vulneración al derecho fundamental a la 
propiedad que reclama la accionante al habérsele impuesto una servidumbre 
de “hecho” sin habérsele reconocido previamente algún tipo de dadiva 
económica derivado de un gran número de redes de conducción de energía 
eléctrica que recorren el predio de su propiedad. 
En esta sentencia, para la sala si bien es cierto en el caso sub examine existe 
una vulneración a los derechos fundamentales de la accionante, se ha de 
anotar que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para solicitar 
indemnización por los daños derivados de la servidumbre de conducción de 
energía eléctrica que se distribuyen en el predio de su propiedad. 
Sentencia condenatoria (Consejo de Estado, Sala de lo 
contencioso administrativo - Sección Tercera - Radicación 
número: 23001-23-31-000-2001-00498-01(36822) 24 de octubre 
2016. Asunto: Apelación sentencia de reparación directa. Tema: 
Ocupación permanente de bien inmueble. Servidumbre eléctrica. 
Medio de control: reparación directa.  
Como resultado de la búsqueda y análisis jurisprudencial en la relatoría de la 




del parámetro factico y temporal se identifica una sola jurisprudencia por medio 
del cual se condena al municipio de Montería por los daños derivados de un 
proceso de servidumbre interpuesta por medio de la acción de reparación 
directa.  
Lo anterior, con fundamento en los siguientes hechos: 
- La señora Adelaida Canabal de Berrocal es propietaria de un bien inmueble urbano 
denominado Villa Clara, el cual se encuentra ubicado en el municipio de Montería e 
identificado con la matrícula inmobiliaria No. 140-515572. 
- El municipio de Montería ordenó la construcción y montaje de la subestación eléctrica 
para la planta de tratamiento del sistema de acueducto del referido ente territorial, 
circunstancia que conllevó a que se instalaran líneas de conducción eléctrica con sus 
correspondientes postes de concreto. 
- Las redes de conducción eléctrica y los postes de concreto atraviesan el inmueble 
de la señora Adelaida Canabal de Berrocal, lo cual le imponía a dicho predio una 
servidumbre de redes eléctricas, lo cual le ocasionó una “disminución del valor del 
bien, ya que por estar en una zona urbana es susceptible de ser urbanizada”. 
- El municipio de Montería celebró un contrato de concesión de servicios públicos de 
acueducto y alcantarillado con la sociedad Proactiva Aguas de Montería S.A. E.S.P. 
- Desde el mes de julio de 2000, la ahora demandante adelantó actuaciones tendientes 
a conseguir la indemnización por los daños y perjuicios ocasionados con la imposición 
de la servidumbre; se elaboró una prueba anticipada (inspección judicial) para 
acreditar la citada servidumbre, la cual arrojó un avalúo de $512’500.000. “Consejo de 
Estado, Sentencia número 23001-23-31-000-2001-00498-01(36822)” 





I. El medio de control idóneo para este tipo de pretensión es la reparación 
directa. 
II. El término de caducidad no debe exceder de dos años. 
III. Se debe tener en cuenta el cumplimiento de los requisitos de 
legitimación por activa y por pasiva. 
IV. Se debe anexar el causal probatorio necesario e idóneo para probar el 
daño causado que incluya (Las características generales, 
características físicas del predio y de la red) 
En este sentido, para el Consejo de Estado en esta jurisprudencia se da 
cumplimiento a los anteriores parámetros y en consecuencia “se impone 
concluir que sobre el predio de la señora Adelaida Canabal de Berrocal se 
instaló una “servidumbre eléctrica de facto”, habida consideración que -se 
insiste- se encuentra plenamente acreditado que la entidad pública 
demandada no adelantó los trámites aludidos, a efectos de lograr la imposición 
de tal gravamen ya fuere a través de acto administrativo o a través de un 








 Conclusiones.  
Mediante el presente trabajo de grado se ha realizado una importante 
investigación respecto a la génesis jurídica y del marco legal que en particular 
regula todo lo concerniente al tema de las servidumbres de redes de 
conducción de energía eléctrica en Colombia, partiendo desde la constitución 
política y hasta el último decreto reglamentario pertinente a las mismas. 
 En este sentido, las servidumbres de redes de conducción de energía 
eléctrica son de tipo legal y de carácter público, las cuales se pueden 
llegar a constituir de forma voluntaria a través de la negociación directa 
o impuesta a través de orden judicial y/o acto administrativo. 
 El Decreto 2580 de 1985 (Modificado por el Decreto 1073 de 2015), 
determino el procedimiento normativo a seguir en pro de la constitución 
de la servidumbre de red de conducción de energía eléctrica 
judicialmente.  
 Debe tenerse en cuanta que este tipo de servidumbre, propiamente 
dicha no corresponde a la de tipo predial, pues su connotación es 
especial, teniendo en cuanta que esta servidumbre no versa sobre dos 
predios, sino que en el particular,  el predio dominante es remplazado 
por el estado y/o la empresa propietaria del proyecto, facultando a este 
para el establecimiento de “postes, cableado, templetes y en general 
toda la infraestructura necesaria para su correcto funcionamiento, 




 Previo a iniciar los respectivos procesos para la  constitución  de 
servidumbres  de conducción de energía eléctrica se debe realizar una 
valorización de  los daños y perjuicios por los profesionales 
competentes e idóneos, misma que está sujeta a parámetros técnicos 
de localización, actividad económica, valor comercial del terreno y la 
zonificación del predio pre establecida por la autoridad local 
competente; con el fin de compensar a quien se vaya a afectar con la 
imposición  de la  servidumbre. 
 Para casos excepcionales, como cuando el predio está en manos de 
poseedores o el mismo se encuentra en proceso de sucesión; la ley 
garantizo igualmente la materialización de la imposición del gravamen 
de servidumbre de conducción de energía eléctrica, indiferentemente al 
derecho que estos puedan tener al respecto de los titulares de los 
inmuebles.  
 Si bien es cierto, es deber del propietario del proyecto energético 
promover la constitución de la servidumbres necesarias para cumplir su 
objeto, también lo es, que si no las promovió o no las pudo constituir en 
el debido momento por  factores ajenos a este, el afectado tiene 
derecho a  reclamar vía proceso judicial la indemnización de los daños 
y perjuicios causados.   
 Es necesario aclarar que las servidumbres para las redes de 
conducción de energía eléctrica se profesan exclusivamente en zonas 




RETIE establece en el artículo 13.1 que aplican son distancias de 
seguridad para lo cual los anchos son diferentes.  
 El legislador y el ejecutivo se han esforzado positivamente en la 
producción normativa, referente al tema de las servidumbres de redes 
de conducción de energía eléctrica; en procura de garantizar los 
principios y derechos constitucionales, amen, de que el bienestar 
general siempre este por encima al particular. Brindando al mismo el 
derecho para reclamar indemnización por los daños y perjuicios a través 
del medio de control de la acción de reparación directa en virtud de la 
vinculación y responsabilidad del Estado, como garante de la prestación 
del servicio público de energía. 
 El Consejo de Estado a través de su Jurisprudencia ha establecido 
ciertos parámetros a seguir para que en vía judicial proceda la 
indemnización por los daños y perjuicios causados por la imposición 
legal de servidumbres en redes de conducción eléctrica, amén de dicho 
servicio en Colombia; los cuales corresponden a: 
I. El medio de control idóneo para este tipo de pretensión es la acción de 
reparación directa. 
II. El término de caducidad no debe exceder de dos años. 
III. Se debe tener en cuenta el cumplimiento de los requisitos de 




V. Se debe anexar el causal probatorio necesario e idóneo para probar el 
daño causado que incluya (Las características generales, características 
físicas del predio y de la red) 
Lo anterior, teniendo en cuenta la jurisprudencia condenatoria que se ha 
identificado por medio de la búsqueda e identificación de sentencias mediante 
las cuales se cumpla con los parámetros facticos y temporales estipulados en 
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